
 

**********1 

VS. 

PRESIDENTA DEL COMITÉ 

TÉCNICO DEL FONDO DE 

PENSIONES POR JUBILACIÓN, 

FALLECIMIENTO E INVALIDEZ 

PARA LOS MIEMBROS DE LA 

DIRECCIÓN DE SEGURIDAD 

PÚBLICA MUNICIPAL DE 

MEXICALI Y OTRA AUTORIDAD.  

EXPEDIENTE: 610/2022 JP 

 

SENTENCIA DEFINITIVA  

 

Mexicali, Baja California, a veintidós de agosto de dos 

mil veinticinco.  

 

SENTENCIA DEFINITIVA  que reconoce la val idez de la 

resolución negativa ficta, configurada con motivo de la 

solicitud que la parte actora realizó el veintiséis de 

septiembre de dos mil veintidós.  

 

GLOSARIO:  

 

Ley del  Tr ibunal :  Ley del Tr ibunal  Estatal  de 

Just icia Administ rat iva de Baja 

Cal i fornia.  

 

Juzgado:  Juzgado Pr imero del  Tr ibunal  

Estatal  de Just icia Administ rat iva 

de Baja Cal i fornia.  

 

Presidenta:  Presidenta del Comité Técnico 

del  Fondo de Pensiones por 

Jubi lación, Fal lecimiento e 

Inval idez para los Miembros de la 

Dirección de Seguridad Públ ica 

Municipal de Mexical i .  

 

Norma Técnica:  Norma Técnica del  Texto del Plan 

del  Fondo de Pensiones por 

Jubi lación, Fal lecimiento, e 

Inval idez para los Miembros de la 

Dirección de Seguridad Públ ica 

Municipal de Mexical i ,  publ icado 

en el  Per iódico Oficial  del  Estado 

el  veint i t rés de agosto de dos mi l  

diecinueve.  

 

Reglamento del  Servicio:  Reglamento del  Servicio 

Profesional  de Carrera Pol icial  

de Mexical i ,  Baja Cal i fornia.  

 

Código Adjetivo:  Código de Procedimientos 

Civi les para el  Estado de Baja 

Cal i fornia.  

 

Miembro:  Agente adscr i to a la Di rección 

de Seguridad Públ ica Municipal  

de Mexical i .  

 



 

Solicitud:  El  escr i to de fecha veint iséi s de 

septiembre de dos mi l  veint idós,  

presentado por la parte actora,  

mediante la cual  sol icitó la 

devolución de las cuotas 

aportadas al  Fondo .  

 

R E S U L T A N D O:  

 

I. Demanda.  Mediante escrito presentado el dos de 

diciembre de dos mil  veintidós , la parte actora promovió 

juicio contencioso administrativo contra la autoridad y por 

el acto impugnado que enseguida se precisará.  

 

II. Auto inicial.  Recibida la demanda, se admitió el seis 

de diciembre de dos mil veintidós , teniéndose como acto 

impugnado la negativa ficta recaída a la sol icitud  y 

emplazándose como autoridad demandada a la Presidenta .  

 

III.  Trámite. Posteriormente se continuó con la 

tramitación del juicio en los términos que al respecto 

establece la Ley del Tr ibunal , y por acuerdo de veinte de 

febrero de dos mil veinticuatro se regularizó el 

procedimiento ordenando el levantamiento de citación 

para oír sentencia definitiva, en virtud de que no se había 

respetado el plazo de la parte actora para ampliar su 

escrito inicial de demanda, por lo que se le reconoció su 

derecho para hacerlo dentro de los quince días siguientes a 

que surtiera efectos la notif icación de ese proveído.  

 

IV. Cierre de instrucción.  El cinco de abri l de dos mil  

veinticuatro se declaró cerrada la instrucción del juicio, 

entendiéndose citado para sentencia.  

 

V. Cambio de titular. El veinte de febrero de dos mil  

veinticuatro se hizo saber a las partes que el nuevo titular 

del Juzgado  es el l icenciado Raúl Aldo González Ramírez, 

Primer Secretario de Acuerdos que funge como Juez por 

Ministerio de Ley en términos del art ículo 12 de la Ley del 

Tribunal .  

 

C O N S I D E R A N D O:  

 

PRIMERO. Competencia  

 

Este Juzgado  es competente para conocer y resolver 

la presente controversia, en razón de la naturaleza jur ídica 

del acto impugnado, de la autoridad emisora y por la 

ubicación del domicil io de la parte actora, el cual se 

encuentra en la circunscripción terr itorial de este Juzgado . 

Lo anterior, con fundamento en los artículos 1 párrafo 



 

segundo, 4 fracción IV, 25, 26 fracciones I  y VI, así como el 

último párrafo de la Ley del Tribunal . 

 

SEGUNDO. Existencia de la negativa ficta  

 

El art ículo 62 de la Ley del Tribunal , establece que la 

demanda puede presentarse en cualquier tiempo cuando 

se trate de negativa ficta, siempre y cuando concurran las 

siguientes circunstancias: 1) que no se haya dictado 

resolución expresa, y 2) que haya transcurr ido el término 

previsto en la ley de la materia, en que la autoridad debió 

dictar resolución.  

 

Además, señala que a falta de término para la 

autoridad, el si lencio de las autoridades administrativas se 

considerará una denegación tácita cuando transcurran 

sesenta días naturales, contados a part ir de la presentación 

de la solicitud o la instancia.  

 

En el caso, la parte actora presentó la solicitud  ante la 

Presidenta el veintiséis de septiembre de dos mil veintidós , 

sin que la legislación aplicable, a saber, la Norma Técnica  

contenga disposición alguna que contemple la figura 

jur ídica de la negativa ficta.  

 

Por tanto, en el caso la oportunidad para impugnar la 

negativa ficta inició al cumplirse los sesenta días naturales 

siguientes a la fecha en que se presentó la sol icitud, esto es, 

el día veintiséis de noviembre de dos mil veintidós . 

 

En este contexto, dado que la demanda se presentó el 

dos de diciembre de dos mil veintidós , sin que a tal fecha se 

hubiere dictado resolución expresa, es evidente que se 

configuró la resolución negativa ficta y su impugnación fue 

oportuna.  

 

TERCERO. Análisis de las causales de improcedencia   

 

El art ículo 54 de la Ley del Tribunal  establece las 

causas de improcedencia del juicio, previendo en su último 

párrafo que la procedencia del juicio será examinada aun 

de oficio, por lo que a continuación se analizan las causales 

de improcedencia y sobreseimiento invocadas por las 

partes.  

 

En su contestación de demanda, la Presidenta  expuso 

que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el 

art ículo 54, fracción XI, en relación con el artículo 66, 

fracción VII I  de la Ley del Tribunal , al considerar que la 

parte actora omitió expresar motivos de inconformidad en 

contra del acto impugnado.  



 

Resulta inoperante  la causal de improcedencia antes 

invocada. 

 

Lo inoperante  de la causal de improcedencia 

invocada por la autoridad se sustenta en que en el presente 

juicio el acto impugnado constituye una negativa ficta, por 

tanto, en estos casos la autoridad debe expresar los hechos 

y el derecho en que se apoye la misma en su escrito de 

contestación de demanda como prescribe el art ículo 75 de 

la Ley del Tr ibunal , a f in de que el demandante pueda 

ampliar su demanda dentro de los quince días siguientes a 

aquél en que surta efectos la notificación de la 

contestación de la demanda, conforme a lo dispuesto en el 

art ículo 65, fracción I, de la Ley del Tribunal .  

 

Por tanto, si la demanda es el acto procesal a partir  

del cual se instaura la acción, siendo que los fundamentos y 

el derecho a controvert ir son expuestos recién en el escrito 

de contestación de demanda, resulta obvio que la l it is se 

integra, en el caso de una negativa ficta, con la ampliación 

a la demanda y contestación a esa ampliación, s iendo el 

escrito de ampliación a la demanda, en el que la parte 

afectada por la negativa ficta expone los argumentos que 

considere pert inentes en contra de esos hechos y 

fundamentos de derechos.  

 

Lo anterior, al margen de que ello no impide al 

particular afectado a que, desde su demanda de nul idad 

establezca los motivos por los cuales impugne la legalidad 

de la resolución materia de la negativa ficta, pues, como 

situación de hecho, puede l legar a suceder que el 

particular desde que promueva su demanda de nulidad 

conozca o presuma cuáles serán los fundamentos de la 

resolución y los combata, siendo esto la excepción y no la 

regla general.  

 

Además, s i bien es cierto que a los demandantes 

corresponde exponer razonadamente el por qué estiman 

ilegales los actos que impugnan (lo que en el caso sería 

exigible en el escrito de ampliación de demanda por 

tratarse de una negativa ficta), debe decirse también que 

esa regla es aplicable, salvo en los supuestos legales de 

suplencia de la queja.  

 

Pues bien, el artículo 41, segundo párrafo, fracción IV, 

de la Ley del Tr ibunal  dispone expresamente lo siguiente en 

relación con la procedencia de la suplencia de la 

deficiencia de la queja.  

 

“ARTÍCULO 41.  Los ju icios [. . . ]  

 



 

En el juicio contencioso administrat ivo deberá suplirse la 

deficiencia de la queja en los  casos s iguientes :  

 

[ . . . ]  

 

IV.  En favor de los agentes del Min ister io Públ ico, los per itos y 

los miembros de las inst ituciones pol ic iales del Estado y 

Munic ip ios, salvo que la resolución impugnada verse sobre 

responsabil idad administ rat iva.”  

 

De conformidad con el precepto legal anterior,  es un 

deber para este Juzgado  suplir la deficiencia de la queja en 

el presente juicio en favor de la parte actora a quien le 

asiste el carácter de miembro de las instituciones policiales 

para los efectos del derecho reclamado, sin que se 

actualice la salvedad consistente en que la resolución 

impugnada verse sobre responsabil idad administrativa.  

 

Por las razones antes apuntadas, resulta inoperante  la 

causal de improcedencia relativa a la omisión de expresión 

de motivos de inconformidad.  

 

Tomando en cuenta que las partes no hicieron valer 

diversas causales de improcedencia y sobreseimiento, ni 

este Juzgado  advierte la actualización de ninguna de las 

previstas en la Ley del Tr ibunal , se procede al estudio de 

fondo del asunto. 

 

CUARTO. Antecedentes 

 

Para una mejor comprensión del asunto, conviene 

puntualizar los antecedentes del acto impugnado.  

 

El veintiséis de septiembre de dos mil veintidós, 

**********1 solicitó a la Presidenta  que se le hiciera la 

devolución de las prestaciones aportadas al Fondo , desde 

que fue creado el cuatro de julio de dos mil ocho hasta que 

fue dado de baja el trece de enero de dos mil veintiuno, 

fecha en que afirmó que la Comisión de Honor y Justicia lo 

separó del cargo mediante el procedimiento de separación 

**********2, acto respecto del cual promovió juicio de 

amparo y amparo en revisión que concluyó el cuatro de 

mayo de dos mil veintidós.  

 

Además, en su solicitud  citó los art ículos 14 y 57 de la 

Norma Técnica , 243 del Reglamento del Servicio  y 259 del 

Código Adjetivo , que enseguida se reproducen:  

 

De la Norma Técnica  

 

“Art ículo 14.-  En caso de renuncia, separación o remoción, e l  

part ic ipante podrá sol ic itar la devolución de sus 

aportaciones, s iempre y  cuando la sol ic itud se real ice dentro 

de los doce meses poster iores a la fecha efect iva de su 

renuncia,  separación o remoción.  



 

 

En caso de no real izar la sol ic itud dentro del  término 

señalado en el  párrafo que antecede, se tendrá por 

precluido su derecho.”  

“Art ículo 57.-  En los casos no previstos en el  presente Plan, se 

apl icarán supletor iamente las d ispos ic iones del Reglamento 

del Serv ic io Profes ional de Carrera Pol ic ial  de Mexical i ,  Baja 

Cal i forn ia, Ley de Segur idad Públ ica del Estado de Baja 

Cal i forn ia, Ley General  del S is tema Nacional de Segur idad 

Públ ica, la Const i tución Pol í t ica de los Estados Unidos 

Mexicanos,  la Const i tución Pol í t ica del Estado de Baja 

Cal i forn ia, la Ley del Impuesto Sobre la Renta,  la Ley de 

Inst ituciones de Crédito,  y de los pr incip ios generales que en 

mater ia jur íd ica se encuentren v igentes en los Estados Unidos 

Mexicanos.”  

 

Del Reglamento del Servicio  

 

“Art ículo 243.-  A fal ta de dispos ic ión expresa en el  presente 

Reglamento se apl icará supletor iamente las normas 

contenidas en el  Código de Procedimientos Civ i les para el  

Estado de Baja Cal i forn ia.”  

 

Del Código Adjetivo  

 

“Art ículo 259.-  Los efectos de la presentación de la demanda 

son:  inter rumpir la prescr ipción, s i  no lo está por otros medios,  

señalar el  pr incip io de la instancia, y determinar el  valor de 

las prestaciones ex igidas,  cuando no pueda refer i rse a otro 

t iempo.”  

 

No obstante lo anterior, **********1 no recibió respuesta 

a su solicitud , por lo que promovió el presente juicio 

contencioso administrativo.  

 

QUINTO. Análisis de los motivos de inconformidad 

 

El artículo 65, fracción I, de la Ley del Tribunal , prevé 

que el demandante t iene derecho de ampliar su demanda 

cuando el acto impugnado sea una negativa ficta, dentro 

de un plazo de quince días siguientes a aquél en que surta 

efectos la notificación del acuerdo que admita la 

contestación de la autoridad demandada.  

 

Además, el último párrafo del citado precepto legal, 

prevé que la omisión de ampliar la demanda no tiene como 

consecuencia que los hechos expuestos en la contestación 

se tengan por consentidos, ni que los fundamentos y 

motivos expuestos en la misma se tengan por aplicables.  

 

En el caso, la parte actora no amplió su escrito inicial 

de demanda, no obstante que se le concedió el plazo para 

ello mediante acuerdo de fecha veinte de febrero de dos 

mil veinticuatro, mismo que se le notif icó el uno de marzo 

de dos mil veinticuatro, día de su publicación en el Boletín 

Jurisdiccional de este Tr ibunal .  

 



 

En ese contexto, la Lit is en el presente juicio quedó 

fi jada con el escrito inicial de demanda y con la 

contestación de demanda de la autoridad demandada, 

pues en términos del últ imo párrafo del artículo 65 de la Ley 

del Tribunal ,  la consecuencia de no ampliar la demanda no 

puede ser la ausencia de l it is, ya que ésta se integra con los 

argumentos que se plantearon en la demanda y los 

expuestos en la contestación en relación con la negativa 

ficta1. 

 

En ese orden de ideas, en el caso, no obstante que la 

controversia no se integró con la demanda, su ampliación y 

las contestaciones de ambas, procede el estudio del caso 

atendiendo los motivos de inconformidad vertidos en el 

escrito inicial y lo expuesto por la autoridad demandada en 

su respectivo escrito de contestación, a la luz de la tesis 

I .7o.A.597 A, emit ida por el Séptimo Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito, con registro 

digital 168091, de rubro: “NEGATIVA FICTA. AUN CUANDO EL ACTOR 

HAYA OMITIDO AMPLIAR SU DEMANDA EN EL JUICIO EN EL  QUE SE 

IMPUGNA UNA RESOLUCIÓN DE ESE T IPO, LAS SALAS DEL TRIBUNAL 

FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA DEBEN EXAMINAR LA 

LIT IS EN LOS TÉRMINOS EN QUE SE CONFIGURÓ.” .  

 

En su demanda, la parte actora expresó que la 

negativa ficta impugnada violenta sus derechos humanos, 

pues considera que sus “derechos en el fondo de pensiones 

se encuentran vigentes” , ya que el procedimiento de 

separación definitiva seguido en su contra concluyó con el 

amparo en revisión **********3 el cuatro de mayo de dos mil  

veintidós, por lo que estima que su solicitud  se realizó en 

tiempo y forma. 

 

Lo expuesto por la parte actora en su demanda, 

entendida en conjunto con su solicitud , se traduce en que 

pidió la devolución dentro del plazo de doce meses que 

prevé el art ículo 14 de la Norma Técnica , porque esta prevé 

el Reglamento del Servicio  como norma supletoria, y éste a 

su vez prevé la aplicación supletoria del Código Adjetivo ,  

ordenamiento legal que contempla la interrupción de la 

prescripción, circunstancia que el demandante estima 

ocurrió en el caso, en virtud de que aun cuando se le dio 

de baja el trece de enero de dos mil veintiuno, lo cierto es 

que su separación definitiva del cargo quedó firme hasta el 

cuatro de mayo de dos mil veintidós con el amparo en 

revisión. 

 
1 Resulta aplicable por analogía al caso de estudio, la Tesis de Jurisprudencia, cuyo rubro y datos de identificación dice: 
“NEGATIVA FICTA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CUANDO NO SE AMPLÍE LA DEMANDA DE NULIDAD, EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 17, FRACCIÓN I, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, LA LITIS SE INTEGRA CON LOS HECHOS Y 
CONCEPTOS DE ANULACIÓN DE LA DEMANDA, ASÍ COMO DEL ANEXO CONSISTENTE EN LA SOLICITUD O PETICIÓN NO RESUELTA EN EL 
TÉRMINO DE TRES MESES, FRENTE A LOS MOTIVOS Y FUNDAMENTOS LEGALES QUE EXPRESE LA AUTORIDAD AL CONTESTAR LA DEMANDA 
INICIAL, POR LO QUE NO SE ACTUALIZA LA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 8o., FRACCIÓN X, DEL CITADO 

ORDENAMIENTO.” Jurisprudencia sustentada por Plenos de Circuito, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, con registro digital 2024455. 



 

 

En su contestación, la Presidenta  señaló que el 

derecho de la parte actora para solicitar la devolución de 

las aportaciones al Fondo  había precluido a la fecha en 

que presentó su solicitud  –esto es, al veintiséis de 

septiembre de dos mil veintidós–,  porque se le dio de baja 

el doce de febrero de dos mil veintiuno, de modo que 

habían transcurr ido en exceso los doce meses que prevé el 

art ículo 14 de la Norma Técnica .  

 

Por últ imo, refir ió que el cómputo del plazo de los 

doce meses para solicitar la devolución de las aportaciones 

al Fondo  debe realizarse a part ir de la fecha en que se dio 

de baja al demandante, y no así a partir de la fecha en que 

concluyó el amparo en revis ión, pues “(…) no es una 

just if icación la interpos ic ión del  ju ic io de amparo que menciona n i el  

amparo en revis ión,  cuyas resoluciones no le resultaron favorables a la 

parte actora.” .2 

 

El motivo de inconformidad es infundado. La parte 

actora perdió su derecho a la devolución de las 

aportaciones al Fondo  al presentar su solicitud de manera 

extemporánea. 

 

El artículo 14 de la Norma Técnica  dispone que en 

caso de renuncia, separación o remoción, el Miembro 

puede sol icitar la devolución de sus aportaciones al Fondo , 

para lo cual, debe presentar su sol icitud dentro de los doce 

meses posteriores a la fecha efectiva de su renuncia, 

separación o remoción, pues de lo contrario se tendrá por 

“precluido”  su derecho. 

 

Sobre el tema de la supletoriedad, la Segunda Sala de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de 

jur isprudencia 2a./J. 34/2013, con número de registro digital 

2003161, de rubro “SUPLETORIEDAD DE LAS LEYES.  REQUISITOS PARA 

QUE OPERE.” , razonó que la aplicación supletoria de una ley 

procede 1) para integrar una omisión en la ley a suplir, o 2)  

para interpretar sus disposiciones y que se integren con 

otras normas o principios generales, y señaló que para ello 

es necesario que se cumplan ciertos requisitos:  

 

SUPLETORIEDAD DE LAS LEYES.  REQUISITOS PARA QUE OPERE.  

 

La apl icación supletor ia de una ley respecto de otra procede 

para integrar una omisión en la ley o para interpretar sus 

disposiciones y  que se integren con otras normas o pr incipios 

generales contenidos en otras leyes.  Así ,  para que opere la  

supletor iedad es necesario que: a)  E l  ordenamiento legal a  

supl i r  establezca expresamente esa posibi l idad, indicando la 

ley o normas que pueden apl icarse supletor iamente, o que 

un ordenamiento establezca que apl ica, total  o 

parcialmente,  de manera supletor ia a otros ordenamientos; 

 
2 Véase el reverso de la foja 63 de autos. 



 

b)  La ley a supl i r  no contemple la inst i tución o las cuest iones 

jur ídicas que pretenden apl icarse supletor iamente o, aun 

estableciéndolas,  no las desarrol le o las regule 

deficientemente;  c)  Esa omisión o vacío legis lat ivo haga 

necesaria la apl icación supletor ia de normas para solucionar  

la controvers ia o el  problema jur ídico planteado, s in que sea 

vál ido atender a cuest iones jur ídicas que el  legis lador no 

tuvo intención de establecer en la ley a supl i r ;  y,  d)  Las 

normas apl icables supletor iamente no contrar íen el  

ordenamiento legal a supl i r ,  s ino que sean congruentes con 

sus pr incipios y  con las bases que r igen especí f icamente la 

inst i tución de que se trate.  

 

En el caso, la parte actora pide la devolución de sus 

aportaciones bajo la premisa de que su solicitud  se presentó 

oportunamente, al aplicar supletoriamente el artículo 259 

del Código Adjetivo , por ser el ordenamiento legal 

supletorio al Reglamento del Servicio , este últ imo supletorio 

a la Norma Técnica .  

 

Sin embargo, no se cumplen los requis itos previstos en 

la tesis antes reproducida, inicial y primordialmente el 

enunciado en el inciso a), pues la Norma Técnica  no 

establece de manera expresa que el Código Adjetivo  

pueda aplicarse supletoriamente.  

 

En ese sentido, al no proceder la aplicación supletoria 

del Código Adjetivo  a la Norma Técnica , el cómputo para 

la presentación de la solicitud de devolución de las 

aportaciones al Fondo  debe realizarse a partir del trece de 

enero de dos mil  veintiuno, fecha en que se determinó su 

separación del cargo.  

 

Así, al haber presentado su solicitud  el veintiséis de 

septiembre de dos mil veintidós , es evidente que 

transcurrieron más de los doce meses que contempla el 

art ículo 14 de la Norma Técnica ,  de modo que como lo 

expuso la autoridad en su contestación, la parte actora 

perdió su derecho a la devolución de las aportaciones al 

Fondo . 

 

Por lo demás, aun cuando se determinara que sí es 

jur ídicamente posible aplicar supletoriamente el Código 

Adjetivo  a la Norma Técnica por virtud del Reglamento del 

Servicio ,  lo cierto es que de todas maneras no le asiste la 

razón al demandante, pues podía realizar su sol icitud desde 

el momento en que lo separaron de su cargo, con 

independencia de que posteriormente un órgano 

jur isdiccional determinara legal o i legal la separación.  

 

En ese sentido, al ser infundado el motivo de 

inconformidad, lo conducente es reconocer la validez de la 

negativa ficta impugnada, con fundamento en el art ículo 

109, fracción I, de la Ley del Tribunal .  



 

 

 

En mérito de todo lo anteriormente expuesto y 

fundado, es de resolverse y se...  

 

R E S U E L V E:  

 

ÚNICO.  Se reconoce la val idez de la negativa ficta 

que recayó a la solicitud que la parte actora presentó ante 

la Presidenta del Comité Técnico del Fondo de Pensiones 

por Jubilación, Fallecimiento e Invalidez para los Miembros 

de la Dirección de Seguridad Pública Municipal de Mexicali  

el veintiséis de septiembre de dos mil veintidós.  

 

Notifíquese a las partes mediante Boletín Jurisdiccional.  

 

Así lo resolvió Raúl Aldo González Ramírez, Primer Secretario 

de Acuerdos del Juzgado Primero del Tribunal Estatal de 

Justicia Administrativa de Baja California en funciones de 

Juez Titular por Ministerio de Ley en términos del art ículo 12 

de la Ley del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de 

Baja California, según designación hecha mediante 

Acuerdo de Pleno de ocho de junio de dos mil veintitrés; y 

fi rma ante la presencia de la Secretaria de Acuerdos, 

Mariela Ontiveros Ramírez, que autoriza y da fe.  
RAGR/svg 
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“EL IMINADO:  Nombre,  (3)  pár rafoS con (3)  renglón(es) ,  en fo jas  1 ,  5  y  6 .  

Fundamento legal :  a r t ícu los  54,  99  de la Ley de T ransparencia,  Acceso a la 

In formación Públ ica y  Apertu ra Ins t i tucional  para e l  es tado de Ba ja Cal i fo rn ia ,  55 ,  

59  de l  Reglamento en Mater ia  de T ransparencia,  Acceso a la  In formación Públ ica y 

P rotección de Datos  Personales  de l  T r ibunal  Es tata l  de Just ic ia  Admin i st rat iva de 

Ba ja Cal i fo rn ia .   

La  c las i f icación de la in formación como conf idencia l  se rea l i za  en vi r tud de que el  

p resente  documento cont iene datos  personales  y/o datos  personales  sens ib les ,  los 

cuales  concie rnen a una persona f í s ica ident i f icada e ident i f icable,  por  lo  que no 

puede d i fundi r se ,  publ icarse  o darse a conocer ,  s in  e l  consent imiento de su  t i tu la r ,  

de conformidad con los  pr inc ip ios  de l ic i tud,  f ina l idad,  lea l tad,  consent imiento, 

ca l idad,  proporcional idad,  in formación y  responsabi l idad en el  t ratamiento de los 

datos  personales .”   

“EL IMINADO:  Número de procedimiento de separación,  (1)  pár rafo con (1)  

renglón(es) ,  en fo ja  5 .  

Fundamento legal :  a r t ícu los  54,  99  de la Ley de T ransparencia,  Acceso a la 

In formación Públ ica y  Apertu ra Ins t i tucional  para e l  es tado de Ba ja Cal i fo rn ia ,  55 ,  

59  de l  Reglamento en Mater ia  de T ransparencia,  Acceso a la  In formación Públ ica y 

P rotección de Datos  Personales  de l  T r ibunal  Es tata l  de Just ic ia  Admin i st rat iva de 

Ba ja Cal i fo rn ia .   

La  c las i f icación de la in formación como conf idencia l  se rea l i za  en vi r tud de que el  

p resente  documento cont iene datos  personales  y/o datos  personales  sens ib les ,  los 

cuales  concie rnen a una persona f í s ica ident i f icada e ident i f icable,  por  lo  que no 

puede d i fundi r se ,  publ icarse  o darse a conocer ,  s in  e l  consent imiento de su  t i tu la r ,  

de conformidad con los  pr inc ip ios  de l ic i tud,  f ina l idad,  lea l tad,  consent imiento, 

ca l idad,  proporcional idad,  in formación y  responsabi l idad en el  t ratamiento de los 

datos  personales .”   

“EL IMINADO:  Número de expediente  de amparo (1)  pár rafo con (1)  renglón(es) ,  en 

fo ja  7 .  

Fundamento legal :  a r t ícu los  54,  99  de la Ley de T ransparencia,  Acceso a la 

In formación Públ ica y  Apertu ra Ins t i tucional  para e l  es tado de Ba ja Cal i fo rn ia ,  55 ,  

59  de l  Reglamento en Mater ia  de T ransparencia,  Acceso a la  In formación Públ ica y 

P rotección de Datos  Personales  de l  T r ibunal  Es tata l  de Just ic ia  Admin i st rat iva de 

Ba ja Cal i fo rn ia .   

La  c las i f icación de la in formación como conf idencia l  se rea l i za  en vi r tud de que el  

p resente  documento cont iene datos  personales  y/o datos  personales  sens ib les ,  los 

cuales  concie rnen a una persona f í s ica ident i f icada e ident i f icable,  por  lo  que no 

puede d i fundi r se ,  publ icarse  o darse a conocer ,  s in  e l  consent imiento de su  t i tu la r ,  

de conformidad con los  pr inc ip ios  de l ic i tud,  f ina l idad,  lea l tad,  consent imiento, 

ca l idad,  proporcional idad,  in formación y  responsabi l idad en el  t ratamiento de los 

datos  personales .”   




